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I. INTRODUCCIÓN 
 
La tecnología plantea numerosos retos al sector público. Retos a la hora de regular y encauzar 
hacia el bien común su enorme fuerza transformadora. Retos en su implementación para el 
funcionamiento cotidiano de las Administraciones públicas. Y más aún cuando de lo que 
hablamos es de tecnologías como la inteligencia artificial (en adelante, se utilizará IA) que 
continúa avanzando a un ritmo sin precedentes y que requiere de estudio y doctrina para un 
despliegue responsable1  
 
Este trabajo se encuadra dentro de aquellos que tienen como propósito general el estudio del 
impacto de la inteligencia artificial en la Administración pública. Un impacto que empieza a 
producirse ya, a todos los niveles, a medida que este tipo de tecnologías van extendiéndose en las 
diferentes instituciones públicas y del que no existe aún excesiva literatura doctrinal o estudios 
empíricos que arrojen evidencias. 
 
El uso de la inteligencia artificial en la Administración pública brinda importantes beneficios para 
los ciudadanos (personalización, agilidad, proactividad, etc.) y para el propio desempeño 
institucional (eficiencia, datos, conocimiento, etc.) pero no está exento de riesgos2. El dilema que 
hay que afrontar es cómo maximizar esos beneficios y acotar los riesgos para que no sean 
instrumentos que, más allá de construir valor, acaben dañando los pilares fundamentales del 
Estado de derecho. 
 
Al abordar estudio sobre la incidencia de la inteligencia artificial en la Administración pública 
existen múltiples cuestiones de interés como: transparencia algorítmica, equidad y garantías, 
calidad y eficiencia, fiabilidad y predictibilidad, interés público, protección de datos y seguridad, 
participación ciudadana y confianza3. Que pueden tratarse desde diversas aproximaciones - 
jurídica, procesal, institucional, orgánica, tecnológica – lo que da pie, a su vez, a enfoques desde 

 
1 FORO ECONÓMICO MUNDIAL. The Presidio Recommendations on Responsible Generative AI. Foro 
Económico Mundial, 2023 
2 OCDE. Good Practice Principles for Data Ethics in the Public Sector. OCDE, 2021. 
3 SECRETARIADO GENERAL DEL CONSEJO DE EUROPA. ChatGPT in the public sector- overhyped 
or overlooked?. Consejo de Europa, 2023 
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el punto de vista de las normas, los procedimientos, las personas, las estructuras orgánicas, las 
relaciones con la ciudadanía y otros actores o las relaciones intergubernamentales. 
 
En este trabajo hemos decidido analizar el impacto de la inteligencia artificial sobre la función  
pública, institución clave para una Administración pública al servicio interés general, y las 
personas que la componen, sobre las que caerá en gran medida el peso de la automatización. 
Hemos establecido como hipótesis que, según el tipo de tecnología y su uso, la Administración 
pública puede evolucionar hacia una Administración algorítmicamente aumentada en la que se 
produzca una convivencia entre personas y máquinas o hacia una Administración 
algorítmicamente automatizada donde predomine la sustitución de personas por máquinas. Nos 
hemos preguntado qué factores condicionarán estas situaciones de convivencia o sustitución, para 
lo cual hemos hecho un estudio cualitativo de la implantación de determinadas tipologías de 
sistemas en la Administración española. La conclusión es que serán diferentes factores técnicos, 
orgánicos y legales los que van a condicionar la evolución en una u otra dirección, si bien habrá 
que ver hasta qué punto avanza la técnica y la voluntad humana, plasmada en la regulación, para 
que así sea.  
 
En la primera parte del estudio nos centramos en los aspectos teóricos que sustentan esa dimensión 
humana y tecnológica en la Administración pública analizando un componente maquinal en el 
que uno de los engranajes fundamentales es la función pública. Es este componente maquinal el 
que se ve interpelado por la introducción de las tecnologías que empieza a producirse en los 
últimos años del siglo pasado y, más recientemente, por la inteligencia artificial que plantea no 
pocos desafíos en cuando al trabajo humano dentro de las instituciones y al propio sentido de la 
función pública. A continuación, nos referimos a la metodología que se ha seguido para 
desarrollar el estudio, las preguntas que nos planteamos y la selección de casos realizada que 
servirán para conducirnos a los resultados de la investigación y alimentar un conjunto de 
conclusiones. En el capítulo quinto presentamos los resultados y la discusión que nos ha llevado 
a estructurarlos en tres grupos de condicionantes sobre el devenir de un Administración 
algorítmicamente aumentada o automatizada: técnicos, legales y orgánicos. Son las ideas que aquí 
se exponen, junto a las conclusiones del último apartado, la aportación académica que respecto a 
la materia hacemos en este trabajo. 
 
II. FUNCIÓN PÚBLICA Y LA PRIMERA MECANIZACIÓN EN LA 
ADMINISTRACIÓN WEBERIANA 

La Administración pública nace como instrumento para el ejercicio ordenado del poder a través 
de una institucionalización que supone en cierta manera la normalización de las relaciones 
humanas en relaciones categóricas y la fragmentación de competencias entre los diversos 
individuos4. Es el sentido instrumental de la Administración pública que se desarrolla en las 
primeras etapas de su configuración moderna y que viene sustentado por un modelo de 
organización científica del trabajo – la burocracia –en el que la ley y la función pública son los 
dos pilares fundamentales. Tanto es así que Weber, considerado el fundador de las burocracias 
modernas, sitúa en esta órbita tres de sus seis características fundamentales que debiera tener la 
organización moderna: formación profesional, rendimiento y jerarquía5.  

La legalidad administrativa es consustancial al Estado de Derecho recogido en los artículos 1.1. 
de la Constitución Española y el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea y es la herramienta 
que da el sentido a la acción administrativa en su concepción original de servir protegiendo los 

 
4 PERPIÑÁ RODRÍGUEZ, A., “La institucionalización del poder”, Revista Internacional de Sociología, 
vol. 13, núm. 52, 1955, pp. 477 
5MARTÍNEZ CASTILLA, S., “La burocracia: elemento de dominación en la obra de Max Weber”, Misión 
Jurídica: Revista de derecho y ciencias sociales, vol. 9, núm. 10, 2016, pp. 141-154. 
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intereses generales. Esta racionalidad legal, con sumisión plena al Derecho, sirve para construir 
el armazón de la seguridad jurídica, y dotar de racionalidad al funcionamiento de los poderes 
públicos a partir de la delimitación normativa de competencias, los procedimientos de 
funcionamiento y el formalismo del texto escrito, características a las que también se refirió 
Weber6. 

El sustento de la legalidad administrativa lo otorga la institución de la función pública compuesta 
en su aspiración ideal por «grupos de servidores públicos, profesionalizados y expertos, con la 
misma formación e integrados en cuerpos jerarquizados y responsables directos»7, encargados 
todos ellos de la aplicación de los procedimientos, la interpretación de la norma y la garantía de 
neutralidad y objetividad que requiere el ejercicio firme del interés general tal y como recoge el 
artículo 103 de la Constitución Española. Es generalizado el convencimiento de que una de las 
grandes aportaciones de Weber fue esta concepción del funcionamiento organizativo, lo que viene 
a ser una mecanización primaria de la Administración pública actuando como piezas clave son 
los procedimientos, el funcionario público y el soporte formal en documentos y expedientes.  

Esto en lo que se refiere a la que podríamos llamar la función administrativa del Estado, aquella 
que dio sentido en un primer momento a la conformación de los Estados liberales8, pero que con 
el tiempo se ha ido enriqueciendo con el amplio abanico de funciones y capacidades que hoy 
corresponden al sector público, entre las que se encuentran la prestación de servicios, la 
formulación de políticas públicas o la ordenación regulatoria.  

Las nuevas actividades que se han incorporado con los años al catálogo público le otorgan hoy a 
este sector una configuración más amplia donde conviven la cultura jurídica con un abanico más 
amplio de visiones social, económica, politológica e incluso antropológica. Tal es así que el rol 
del empleado público ha ido adaptándose a esta diversidad, tanto en la actividad que ha de 
desempeñar, como en carácter más abierto de su vinculación, la capacitación requerida e incluso 
la mayor variedad de perfiles de quienes están llamados a formar parte de las instituciones 
públicas, no sólo juristas sino también politólogos, economistas, ingenieros o sociólogos9.  

El desempeño del sector público, su modernización y funcionamiento viene condicionado por 
esta mayor diversidad y, por ende, por una mayor complejidad, marcados indefectiblemente por 
una función pública que no sólo está llamada al ejercicio de autoridad y la aplicación de la 
legalidad sino a un amplio abanico de responsabilidades entre las que se incluyen también la 
actividad prestacional o la propia formulación de políticas. Sensu contrario, es la degeneración 
de la función pública la que determina en cierta manera el rendimiento de la Administración 
pública10 y condiciona, a su vez, las buropatologías que han venido apareciendo11. 

III. LA VERTIGINOSA SUCESIÓN DE CAMBIOS TECNOLÓGICOS Y SU 
AFECTACIÓN AL FUNCIONAMIENTO DEL ESTADO 

 
6 MARTÍNEZ CASTILLA, S., “La burocracia: elemento de dominación …” íbid 
7 PARADA VÁZQUEZ, R., “La degeneración del modelo de función pública”. Revista de Administración 
Pública, núm. 150, 1999, p. 4 
8 FIORAVANTI, M., CAPPELLINI, P., SORDI, B. Y .MANNORI, L., El estado moderno en Europa, Madrid, 
Editorial Trotta, 2003 
9 JIMÉNEZ ASENSIO, R., “«Repensar» la selección de empleados públicos: momento actual y retos de 
futuro”, Pertsonak eta Antolakunde Publikoak Kudeatzeko Euskal Aldizkaria- Revista Vasca de Gestión de 
Personas y Organizaciones Públicas, núm. 2, 2018, pp. 8-29 
10 PARADA VÁZQUEZ, R., “La degeneración del modelo …” op.cit. 
11 LONGO I MARTÍNEZ, F., “Introducción. Los directivos públicos ante los retos de la gobernanza 
contemporánea”, en LONGO I MARTÍNEZ, F. e YSA, T.(eds.), Los Escenarios de la Gestión Pública del siglo 
XXI, Barcelona, 2008, pp. 15-37 
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La tecnología ha avanzado vertiginosamente en las últimas décadas condicionando el crecimiento 
económico, la productividad y distribución de la riqueza, las relaciones humanas y otras 
dinámicas sociales.  

Desde muy al inicio de la aparición de esta galaxia de Internet12, se ha considerado que la 
tecnología supondría una palanca fundamental en la modernización del Estado, por su potencial 
en diferentes ámbitos de la creación del valor público. En el funcionamiento administrativo, por 
su capacidad para mejorar la eficacia y eficiencia, la mayor accesibilidad en los servicios o 
impulsar la descentralización que inspiraron los paradigmas de reforma administrativa de la 
Nueva Gestión Pública13 y del Nuevo Servicio Público14. Es por ello que se decidió de inmediato 
regular el uso de estas tecnologías en la Administración pública para atender cuatro 
preocupaciones principales: garantizar derechos e imponer obligaciones a ciudadanos, empresas 
e instituciones que facilitaran el tránsito a una Administración electrónica (Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos); hacer realidad un 
procedimiento administrativo electrónico (Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas); dar sustento legal a diferentes 
instituciones propias de la Administración electrónica (Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público y Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos); y ofrecer 
el marco necesario para garantizar dos aspectos fundamentales a los que interpela la 
Administración electrónica, como son la interoperabilidad y la seguridad (Real Decreto 4/2010, 
de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la 
Administración Electrónica y Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el 
Esquema Nacional de Seguridad).  

Conceptualmente la Administración electrónica no alteró las bases sobre las que se sustenta el 
funcionamiento de la burocracia pública y el rol legal del funcionario. La tecnología es entendida 
como un medio instrumental para mejorar la efectividad y el desempeño institucional, que plantea 
cambios en el procedimiento y las dinámicas de trabajo bajo una cultura institucional muy 
arraigada en el manejo de documentos y expedientes físicos que bajo el nuevo paradigma pasan 
a ser en formato electrónico.  

Otro aspecto que marca la introducción de tecnología en la Administración pública es su 
capacidad para mejorar a la calidad democrática y buen gobierno, facilitando principios como la 
transparencia, la participación o la rendición de cuentas. En este sentido la tecnología permite una 
gestión más eficiente de datos, su publicidad y visualización, la capacidad de solicitar 
información, impulsar procesos participativos, dinámicas informativas y comunicativas más 
ágiles y directas. En definitiva, permitir una relación con los ciudadanos más abierta15 y atender 
las obligaciones de la Ley 19/2013, de 9 de noviembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno y la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, de Reutilización de la Información 
del Sector Público. Ambas leyes administrativizan las ideas del gobierno abierto y será a través 
de diferentes plataformas tecnológicas el que se haga efectivo su complimiento.  

 
12 CASTELLS OLIVÁN, M., La galaxia de internet, Barcelona, Cultura Libre, 2001 
13 GAEBLER, T. Y OSBORNE, D., La reinvención del gobierno: la influencia del espíritu empresarial en el 
sector público, Barcelona, Ediciones Paidós, 1992 
14 DENHARDT, R.B. Y DENHARDT, J.V., “The new public service: serving rather than steering”, Public 
Administratioin Review, vol. 60, núm. 6, 2000, pp. 549-559 
15 COTINO HUESO, L., SAHUQUILLO OROZCO, J.L. Y CORREDOIRA Y ALFONSO, L., El paradigma del 
gobierno abierto. Retos y oportunidades de la participación, transparencia y colaboración, Madrid, 
Universidad Complutense de Madrid, 2015 
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IV. EL SALTO CUALITATIVO DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL Y LA 
RELACIÓN HOMBRE MÁQUINA 

Decíamos antes que los orígenes de la inteligencia artificial se remontan a mediados del siglo XX 
cuando se plantean cuestiones tan disruptivas en aquellos años como las leyes de la robótica de 
Asimov en 1942 o los primeros desarrollos de una inteligencia artificial primitiva que Minksy, 
McCarthy y Shanon presentan en la Conferencia de Darmouth. Sin embargo, el ciber optimismo 
que cuaja por entonces no tuvo en cuenta los dos grandes inviernos en la inteligencia artificial 
que se llegaron a producir - entre 1974 y 1980, el primero; y entre 1987 y 1993, el segundo - y 
que frenaron en cierta medida las aspiraciones plasmadas desde entonces.  

Será el bum posterior de Internet, las tecnologías sociales, la gestión de datos y el desarrollo 
mooriano16 de la computación el que facilitará que los primeros planteamientos de la llamada IA 
simbólica (técnicas basadas en reglas que se ejecutan jerárquicamente según árboles lógicos) 
evolucionen hacia técnicas más avanzadas. Hablamos entonces de robotización mediante 
software o bots que permiten la automatización de un amplio abanico de tareas que pueden ir 
desde la apertura de correos o la consulta a bases de datos17  hasta sistemas que son capaces de 
reproducir determinadas capacidades humanas como la visión, el lenguaje, la escritura lógica, la 
comprensión, las emociones, la intuición o la creatividad18, un nivel superior (IA conectivista) 
que ya no funciona a base de reglas sino mediante el aprendizaje o la conceptualización respecto 
a un propósito concreto. Y la aspiración en el horizonte de una IA de propósito general en la que 
la máquina es capaz de actuar y pensar como un ser humano, abordando todo tipo de problemas, 
aprendiendo de diferentes formas y, actuando en definitiva como una persona19. Como etapa 
anterior y hacia este objetivo avanzarían los sistemas de la IA generativa como el comúnmente 
conocido GPT-420.  

Nos encontramos pues ante una amplia familia de tecnologías que admite diversas acepciones o 
clasificaciones, que está en permanente mutación y desarrollo y cuyas capacidades potenciales 
son en estos momentos difíciles de imaginar. Las tecnologías exponenciales, entre las que se 
incluye la inteligencia artificial, están llamadas a alterar significativamente el desempeño 
institucional en lo que algunos vienen a denominar Estado inteligente21.  

Desde el punto de vista de la función administrativa o judicial que constituyen la esencia misma 
del Estado de derecho, la aplicación de la inteligencia artificial en las distintas fases del del 
procedimiento - desde las diligencias previas, pasando por la iniciación, la tramitación, hasta 

 
16 La Ley de Moore es aquella según la cual la capacidad de computación crece exponencialmente con el 
tiempo al ritmo que se reducen los costes. 
17 US GENERAL SERVICES ADMINISTRATION, RPA Guidebook, Washington DC, US General Services 
Administration, 2019 
18 OCDE. Artificial Intelligence in Society, Paris, OECD Publishing, 2019 
19 SHEVLIN H., VOLD K., CROSBY M. Y HALINA M., “The limits of machine intelligence: Despite progress 
in machine intelligence, artificial general intelligence is still a major challenge”, EMBO Reports, vol. 20, 
núm.10, 2019 
20 BUBECK, S., CHANDRASEKARAN, V., ELDAN, R., GEHERKE, J., HORVITZ, E., KAMR, E. LEE, P., LEE, Y.T., 
LI, Y. LUNDBERG, S., NORI, H., PALANGI, H., RIBEIRO, M.T. Y ZHANG, Y., “Sparks of Artificial General 
Intelligence: Early experiments with GPT-4”, arXiv preprint arXiv:2303.12712, 2023 
21 CAF, Experiencia: Datos e Inteligencia Artificial en el sector público, Banco de Desarrollo de América 
Latina, 2021 
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alcanzar la resolución - daría lugar a sistemas jurídicos fuertemente condicionados por algoritmos, 
una especie de algocracia cuya legitimidad y legalidad estaría por consolidar22 23.  

Desde el punto de vista de la función politológica del Estado, referida principalmente a las 
.políticas públicas o a la capacidad regulatoria, los sistemas de inteligencia artificial permiten 
avanzar a una gobernanza algorítmica más ágil y eficiente24, siendo los datos y sus herramientas 
asociadas quienes inciden en la optimización del ciclo de políticas públicas desde la identificación 
del problema, pasando por la fijación de agenda, la formulación o evaluación de políticas, en lo 
que vendría a ser un ciclo más dinámico y eficaz25.  

Desde el punto de vista prestacional, el sector público está ampliamente presente en diferentes 
sectores como la sanidad, movilidad, medio ambiente, educación o la asistencia social, de forma 
que la aplicación de tecnologías algorítmicas permitiría no sólo incrementar la calidad, sino 
también la eficiencia, la personalización y la cercanía a las necesidades26 27 e incluso en el control 
de servicios que son gestionados de manera indirecta28. 

En todo ello la relación hombre-máquina ocupa un lugar central y tiene su derivada propia en el 
ámbito de la Administración pública y el rol al que estarán destinados sus empleados en los 
próximos años. Las tecnologías de inteligencia artificial, como vimos anteriormente, irán 
evolucionando hacia fórmulas más sofisticadas e irán penetrando más profundamente dentro de 
las organizaciones. En este contexto, la relación hombre-máquina se verá condicionada por dicho 
avance en la tecnología, una singladura - desde la IA simbólica hasta la aspiración de una IA de 
propósito general - que en estos momentos discurre por sus etapas intermedias (IA conectivista e 
IA generativa).  

En todo ese camino las máquinas irían ganando capacidades que son propias del ser humano, 
pudiendo pasar de tareas más sencillas a otras más complejas29, en un marco de fría racionalidad 
tecnológica condicionada por la percepción del entorno30, y sobre el que se cierne una amenaza 
existencial a la especie humana de la que avisan numerosos expertos31.  

Estaríamos ante un escenario en el que las máquinas están llamadas a adquirir un mayor 
protagonismo dentro de un ecosistema como es el de la Administración pública con un marcado 

 
22 LORENZ, L., MEIJER, A. Y SHUPPAN, T. “The algocracy as a new ideal type for government organizations: 
Predictive policing in Berlin as an empirical case”, Information Polity, vol. 26, núm. 1, 2021, pp. 71-86 
23 DANAHER, J. “The Threat of Algocracy: Reality, Resistance and Accommodation”, Philosophy & 
Technology, núm. 29, 2016, pp. 245-168 
24 VALLE CRUZ, D., CRIADO GRANDE, J.I., SANDOVAL ALMAZÁN, R. Y RUVALCABA GÓMEZ, E. A., 
“Assessing the public policy-cycle framework in the age of artificial intelligence: From agenda-setting to 
policy evaluation”, Government Information Quarterly, vol. 37, núm. 4, 2020 
25 PENCHEVA, I., ESTEVE, M. Y MIKHAYLOV, S. J., “Big Data and AI – A transformational shift for 
government: So, what next for research?”, Public Policy and Administration, vol. 35, núm. 1, 2020, pp. 24-
44 
26 AGOSTINO, D. Y ARNABOLDI, M. “Social media data used in the measurement of public services 
effectiveness: Empirical evidence from Twitter in higher education institutions”, Public Policy and 
Administration, vol. 32, núm. 4, 2017 
27 CERRILLO I MARTÍNEZ, A. “El impacto de la inteligencia artificial en el derecho administrativo ¿nuevos 
conceptos para nuevas realidades técnicas?”, Revista General de Derecho Administrativo, núm. 50, 2019 
28 RAMIÓ MATAS, C., Inteligencia Artificial y Administración Pública: Robots y humanos compartiendo el 
servicio público, Madrid, Los Libros de la Catarata, 2018 
29 OCDE. Artificial Intelligence … op.cit. 
30 SUN, T. Y MEDAGLIA, R., “Mapping the challenges of Artificial Intelligence in the public sector: Evidence 
from public healthcare”, Government Information Quarterly, vol. 36, núm. 2, 2019, pp. 368-383 
31GIBBS, S., “Elon Musk: regulate AI to combat 'existential threat' before it's too late”, The Guardian, 17 
de julio, 2017 
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componente jurídico, político y social, necesitado de una legitimidad y confianza que en ningún 
momento debieran ser erosionadas por un uso indebido de la tecnología32. En este ámbito de la 
legitimidad y la confianza el factor humano ha venido desempeñando un papel esencial, tanto en 
la figura del funcionario público, garante de la neutralidad y la imparcialidad en su obligación de 
interpretar y aplicar la ley sin interés o fin personal alguno33, como en las dinámicas político-
sociales que son propias de la acción pública - entre otras el fomento de la participación de los 
diferentes actores en los procesos por los que se conforman las decisiones o en las diferentes fases 
del procedimiento administrativo – así como en lo que concierne a la integridad o el 
comportamiento ético que es necesario para la buena calidad del gobierno y tiene como base una 
gestión humanista en el manejo de las emociones del capital humano que forma la institución34.  

V. CUESTIONES SOBRE EL ROL DE LA FUNCIÓN PÚBLICA EN LA 
ADMINISTRACIÓN ALGORÍTMICA 

En este trabajo estudiamos el impacto de las tecnologías de inteligencia artificial en la 
Administración pública y, especialmente, el rol que vendrán a desempeñar los funcionarios 
públicos en función del avance que vaya produciéndose en el desarrollo y penetración de dichas 
tecnologías en las instituciones. 

Una primera hipótesis que hemos elegido es aquella por la que la tecnología se utiliza como medio 
o apoyo en determinadas funciones públicas, desde las más sencillas a otras más complejas, 
facilitando un reparto de tareas que en su versión más sofisticada podría constituir un conjunto de 
inteligencias complementarias. Estaríamos ante un primer caso de Administración aumentada, en 
que los sistemas de inteligencia artificial servirían para potenciar las funciones humanas, 
mejorándolas cualitativamente, mediante el análisis (cognitivo o predictivo), la visualización de 
los datos o la asistencia y la recomendación35.  

La segunda hipótesis considerada es cuando los sistemas de inteligencia artificial expropian 
funciones hasta ese momento reservadas a seres humanos en determinados ámbitos de la 
actuación pública, que pueden variar desde tareas aisladas de baja dificultad e impacto a funciones 
más complejas en las que se relacionan diferentes tareas entre sí. En este caso estaríamos hablando 
de una Administración automatizada basada en técnicas de IA simbólica (reglas) o IA conectivista 
(aprendizaje), propias de los sistemas de automatización inteligentes, que incluso podría alcanzar 
un modo más complejo y sofisticado mediante técnicas de IA generativa o IA de propósito 
general. 

Las cuestiones que se plantean tienen que ver, en primer lugar, con los factores que condicionarán 
la existencia de una Administración algorítmicamente aumentada o una Administración 
algorítmicamente automatizada. En segundo lugar, nos preguntamos cuál sería el rol de la función 
pública en uno y otro caso y qué controversias se plantearían en la hipótesis de un avance 
imparable de la IA de propósito general que nos llevara a una automatización total y una 
Administración desfuncionarizada: ¿es posible? ¿es deseable? ¿bajo qué premisas se podría 
producir?  

 
32 ARENILLA SÁEZ, M. La Administración digital, Madrid, Instituto Nacional de la Administración Pública, 
2021 
33 ARIAS MARTÍNEZ, M. A. “El principio de objetividad en el empleo público: la objetividad como deber de 
los empleados públicos”, Documentación administrativa, núm. 289, 2011, pp. 183-209 
34 CÁCERES BARRUTIA, L. E., “Gestión humanista de la Administración pública para el fomento de la 
inteligencia emocional”, Business Innova Sciences, vol. 2, núm. 1, 2021, pp. 8-18 
35 DANAHER, J. “The Threat of Algocracy: Reality…” op.cit. 
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Hemos seleccionado una metodología cualitativa basada una descripción contextual36 consistente 
en técnicas de análisis, interpretación y explicación de un conjunto de información obtenida de 
recursos web, podcast y otra documentación escrita sobre tres casos reales de utilización de 
sistemas de inteligencia artificial en la Administración pública y la aplicación de una serie de 
dimensiones de estudio. La metodología tiene como base el estudio del caso que permite recoger 
fuentes de evidencia mediante la investigación en contexto real, permitiendo el examen de 
aspectos heterogéneos37. 

La selección de casos ha tenido en cuenta la tecnología utilizada y el ámbito (funcional y sectorial) 
de aplicación. Un factor limitante que ha determinado la elección ha sido la información 
disponible que, en la mayoría de los casos, no es lo detallada que nos hubiera gustado por la 
opacidad inherente a estos sistemas y los escasos estándares normativos y procedimentales que 
regulan su transparencia38.  

Un primer caso estudiado son los sistemas de recomendación basados en reglas inteligentes o 
algoritmos de aprendizaje, que permiten detectar indicios para anticiparse a una decisión. Como 
ejemplo el sistema SALER, promovido por la Generalitat Valenciana, y regulado mediante la Ley 
22/2018, de 6 de noviembre, de Inspección General de Servicios y del sistema de alertas para la 
prevención de malas prácticas en la Administración de la Generalitat y su sector público 
instrumental, destinado a detectar indicios de fraude en la tramitación de expedientes 
administrativos generando alertas preventivas que lancen una investigación previa a la posible 
comisión de delitos de corrupción dentro del sector administrativo general: Otro ejemplo es el 
sistema RISCANVI, promovido por la Generalitat de Catalunya, para anticipar la reincidencia en 
el delito por parte de los internos de los centros penitenciarios catalanes. Se trata de un sistema 
que estudia el historial del recluso, pondera un conjunto de factores de riesgos y ofrece una 
estimación de la probabilidad (alta, media o baja) de que vuelva a delinquir. 

Un segundo caso estudiado son los sistemas de automatización inteligente basados en reglas, con 
más o menos piezas tecnológicas que los hagan más inteligentes. Como ejemplo la robotización 
de la cancelación de antecedentes penales en los registros administrativos de apoyo a la actividad 
judicial, competencia que corresponde al Ministerio de Justicia, con el objetivo de eliminar los 
antecedentes de una persona en el plazo más breve posible para facilitar su reinserción en la 
sociedad y evitar sanciones añadidas por la no cancelación como medidas cautelares adoptadas 
por un juez, agravantes de reincidencia u otro tipo de sanciones sociales, laborales o económicas. 

Un tercer caso estudiado son los sistemas para el análisis predictivo y la visualización de datos 
que, basados en big data, técnicas estadísticas o aprendizaje automático, intentan predecir el 
futuro según históricos del pasado y otras variables empíricas de impacto. Como ejemplo, el 
sistema ARBARIA, puesto en marcha por el Ministerio de Transición Ecológica y el Ministerio 
de Agricultura, Pesca y Alimentación, que permite la predicción y explicación temprana de 
incendios para poder establecer (semanalmente) medidas preventivas y de apoyo en la extinción. 

El análisis de estos casos de uso se ha realizado sobre cuatro dimensiones. Una dimensión técnica 
en la que analizan el grado de desarrollo de la tecnología utilizada, el nivel de externalización o 
la complejidad técnica del sistema. Una dimensión legal, en la que se estudia si existe una norma 
específica o código ético que regule la utilización, su nivel de afectación a los derechos 
fundamentales, si se ha realizado publicidad activa de su uso o si se considera necesario un marco 
específico de responsabilidades y reclamación. Una dimensión orgánica en la que se han 

 
36 ANGUERA ARGILAGA, M. T. “La Investigación Cualitativa”, Educar, núm. 10, 1986, pp. 23-50 
37 YIN, R.K., “The case study crisis: Some answers”, Administrative Science Quarterly, núm. 26, 1981, pp. 
58-65 
38 BARRIO ANDRÉS, M., Retos y desafíos del Estado algorítmico de Derecho, Análisis del Real Instituto 
Elcano, núm. 82, 2020 
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investigado elementos como el nivel de complejidad de la tarea sobre la que se aplica, la capacidad 
para auditar o inspeccionar el sistema, la estructura de gestión de datos (propia o externalizada), 
el grado de implicación del nivel político, si existe algún protocolo sobre la utilización del sistema, 
o si ha existido algún tipo de reordenación funcional u orgánica en el factor humano con motivo 
de la introducción del sistema. 

VI. FACTORES PARA UNA SUSTITUCIÓN O CONVIVENCIA  
 
1. CONDICIONANTES TÉCNICOS 

Hemos identificado una serie de condicionantes técnicos que inciden en que la aplicación de la 
inteligencia artificial en la Administración pública de lugar a la convivencia entre sistemas 
inteligentes y empleados públicos o en la que la tecnificación va ganando terrero sustituyendo 
gradualmente el empleo público humano. El papel que ocupa la tecnología varía entre ambos 
modelos: en la Administración algorítmica 

mente aumentada, la tecnología se posiciona como un accesorio – más o menos sofisticado- pero 
un medio para la mejora del desempeño público por la utilización que del mismo hacen los 
empleados públicos correspondientes. En el caso de la Administración algorítmicamente 
automatizada, la tecnología tiende a ser un fin en sí misma, más aún conforme más avanza la 
automatización y desarrollo tecnológico que incide en una mayor sustitución y menor incidencia 
humana.  

Para que esto sea posible es preciso que la técnica avance, no sólo en sus capacidades, sino en 
atributos básicos como son la madurez y la fiabilidad. En cualquiera de los casos en los que se 
utilicen tecnologías de inteligencia artificial en la Administración pública los estándares de 
madurez y fiabilidad han de ser elevados, más aún si lo que se pretende es una Administración 
algorítmicamente automatizada en la que la técnica tiende a desplazar al ser humano respecto a 
una Administración aumentada donde el funcionario público sigue teniendo la máxima 
responsabilidad en la ejecución.  

Para hablar de automatización y sustitución es preciso que la tecnología permita un desempeño 
institucional con garantías para lo cual se necesitan desarrollos tecnológicos con altas capacidades 
que estén contrastados, sean maduros y fiables. Se plantea una dicotomía: el hecho de que el 
potencial de sustitución será directamente proporcional a la capacidad y fiabilidad tecnológica 
plantea un escenario de futuro posible (pensando en la IA generativa o la IA de propósito general) 
pero a corto plazo poco probable, al menos para planteamientos de sustitución masiva. Sin 
embargo, como hemos comprobado con en los casos estudiados sí que empieza a producirse una 
sustitución mediante la utilización de sistemas de IA simbólica, menos complejos, pero con 
capacidad de automatizar, aunque limitadamente.  

Vemos pues que las posibilidades de sustitución están constreñidas por la técnica salvo que, a los 
criterios de calidad, garantías o seguridad jurídica, se antepongan aquellos otros de eficiencia lo 
cual en el ámbito público es cuanto menos discutible que deba ser aceptado. No obstante, la 
implantación de sistemas más innovadores, que estén incluso en fase experimental, es posible si 
se tiene lugar bajo una convivencia persona-máquina y siempre y cuando estos ofrezcan 
resultados útiles para el propósito que se espera de ellos y el empleado público sea consciente del 
grado de fiabilidad que le ofrecen. Bajo estas circunstancias caben, por tanto, fórmulas más 
innovadoras, que admiten un abanico más amplio de proveedores y mecanismos de colaboración 
público-privada o compra pública innovadora en las que la convivencia del funcionario público 
no es únicamente con la máquina sino también con actores externos, empresas subcontratistas y, 
en general, con un ecosistema relacionado con la inteligencia artificial mucho más amplio.  

2. CONDICIONANTES LEGALES 
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El estudio de los casos mencionados nos ha situado ante un escenario regulatorio débil en el que 
aún no se ha consolidado ni una legislación general transversal ni una legislación sectorial 
específica respecto al uso de la inteligencia artificial en la Administración pública. Ante este vacío 
regulatorio, el rol del funcionario público ante la proliferación de sistemas de inteligencia artificial 
permanece invariable, manteniendo su posición central como garante del interés general, con 
independencia del caso analizado. 

La convivencia hombre-máquina, que se produce en el caso de sistemas de recomendación, 
predictivos o de visualización de datos, no queda adecuadamente resuelta desde un punto de vista 
regulatorio. Podemos refrendar esta afirmación tras el estudio de la escasa normativa encontrada, 
concretamente la Ley 22/2018, de 6 de noviembre, de Inspección General de Servicios y del 
sistema de alertas para la prevención de malas prácticas en la Administración de la Generalitat y 
su sector público instrumental, una de las pocas (por no decir la única) aprobadas en España que 
pretenden una cierta regulación del algoritmo en la Administración pública.  

En esta ley, normativamente se establecen aspectos como la descripción del sistema (art. 17), las 
bases de datos que puede utilizar (art. 18 y 19), la estructura lógica del mismo (art. 20), su 
funcionamiento a base de gestión de riesgos (art. 21, 22 y 23), así como otras características 
técnicas y funcionales (sección segunda). Se trata por tanto de una ley centrada en el componente 
técnico de un sistema concreto que poco dispone sobre su uso o el rol de los funcionarios públicos 
respecto al mismo. Tan sólo dispone la adscripción orgánica de su gestión (art 24) y remite a la 
elaboración de una serie de protocolos que serán de obligado cumplimiento por todo el personal 
(art 28).  

Serían precisamente estas herramientas de regulación débil - que podríamos denominar 
protocolos de convivencia – los instrumentos que podrían de alguna forma ordenar la relación 
entre empleados públicos y máquinas. En esta convivencia la influencia que los resultados de la 
máquina tienen sobre la decisión del funcionario público es clave y podría ser objeto de la 
regulación, especialmente cuando los sistemas ofrezcan determinados datos (por ejemplo, 
probabilidades) para los que puedan establecerse umbrales de aceptación, especialmente si lo que 
se desea es establecer en el procedimiento contrapesos a los sesgos, estereotipos o prejuicios 
humanos mediante la fría racionalidad tecnológica que pudieran aportar los sistemas de 
inteligencia artificial.  

En estos casos, en los que el peso legal de la resolución y su motivación siguieran recayendo por 
completo en el funcionario público humano, pudiera darse la circunstancia de que los resultados 
ofrecidos por la máquina pudieran formar parte de dicha motivación, bien porque una norma así 
lo estableciera o bien porque se ha establecido una confianza hombre-máquina que invitara a ello. 
Cabe indicar, no obstante, que en estas situaciones podrían producirse situaciones de indefensión 
a la hora de recurrir dichas decisiones porque el recurrente carece de conocimiento sobre las 
razones en las que se basa el resultado dado por el sistema y por qué el funcionario público ha 
tomado como base dicha decisión. Estaríamos ante hechos que menoscabarían derechos 
fundamentales como los de buena administración o a la defensa. Conviene por ello establecer 
pautas regulatorias sobre transparencia y explicabilidad del algoritmo, incluso en los casos en que 
los sistemas de inteligencia artificial se utilizan como sistemas de soporte a las decisiones 
humanas. 

En el caso de sustitución del empleado público por parte de una máquina, que sería el caso de una 
Administración algorítmicamente automatizada, la regulación actual se limita a los artículos 41 y 
42 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Se trata de 
artículos que dan amparo legal a la sustitución completa de funcionario público en cualquier 
actuación dentro de un procedimiento administrativo, pudiendo abarcar incluso el conjunto del 
procedimiento. La disposición legal referida mantiene al titular del órgano como garante último 
del interés general y de las responsabilidades derivadas por cuanto según el art. 41.2 debe existir 
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un órgano competente para «la definición de las especificaciones, programación, mantenimiento, 
supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema de información y de su código 
fuente».  

Esta redacción normativa obliga al órgano administrativo a ejercer unas competencias para las 
que ha de estar preparado, lo cual podría ser factible en el caso de actuaciones regladas - 
conocidas, delimitadas y tasadas – y en el caso de sistemas que tecnológicamente no son 
demasiado complejos como los de IA simbólica que, aun así, no son del todo sencillos de escrutar 
por cuanto su funcionamiento está sujeto a la cadena de relaciones entre la norma jurídica, las 
reglas y modelos que la traducen y el código máquina que entienden los sistemas. 

Cuando hablamos, por tanto, de sustitución por automatización, los mecanismos de decisión 
dependen en gran medida de esta aplicación de reglas, que pudiera estar algo más controlada en 
los casos de IA simbólica, pero cuyo control en los casos de IA conectivista, generativa o de 
propósito general (bajo parámetros aprendizaje automático) se antoja poco menos que imposible. 
Las garantías de imparcialidad y objetividad están asimismo condicionadas por estos factores, 
entre los que se encuentran los sesgos producidos en las actividades de modelización, 
programación o entrenamiento.  

Comprobamos, por tanto, que la regulación actual de la automatización administrativa presenta 
limitaciones que ni siquiera pueden ser atendidas por la más reciente la Ley 15/2022, de 12 de 
julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, a pesar del catálogo de buenas 
intenciones que establece en su artículo 23.1. por el que «las administraciones públicas 
favorecerán la puesta en marcha de mecanismos para que los algoritmos involucrados en la toma 
de decisiones que se utilicen en las administraciones públicas tengan en cuenta criterios de 
minimización de sesgos, transparencia y rendición de cuentas». Pero siempre y cuando «sea 
factible técnicamente» lo que plantea serias dudas sobre si estaríamos ante un condicionante legal 
que prohibiría su utilización cuando no lo son. 

Otro aspecto que condicionaría la existencia de una Administración algorítmicamente 
automatizada sería la capacidad para una motivación de las decisiones automatizadas que vendría 
limitada por la explicabilidad del algoritmo, cuyo cumplimiento estaría lejos de poder garantizar 
el órgano competente en los casos de sistemas más complejos, a pesar de que según el artículo 
23.3 de la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, 
se priorizará «la transparencia en el diseño y la implementación y la capacidad de interpretación 
de las decisiones adoptadas por los mismos». El quid de la cuestión es cómo se garantizarían estos 
principios, sobre lo que la ley apunta a la existencia de «sellos de calidad de los algoritmos» (art. 
23.4) y evaluaciones de impacto de sesgo (art. 23.1). 

El impacto en los derechos fundamentales y la naturaleza de la actividad pública sería otro 
condicionantes respecto a la relación entre funcionario y máquina, de forma que a mayor 
incidencia social y mayor interferencia en los derechos fundamentales, menor espacio para la 
sustitución y mayores los requisitos de supervisión humana junto a mayores estándares de 
explicabilidad y precisión. Esta condición, de ser considerada en su totalidad, limitaría 
extraordinariamente el desarrollo de la Administración algorítmicamente automatizada y las 
posibilidades de determinadas tecnologías como la IA generativa o la IA de propósito general en 
el sector público. 

A pesar de que ordenamiento jurídico actual aún no lo recoge y constatada la debilidad regulatoria 
relativa al uso de la inteligencia artificial en la Administración pública, se trata de una cuestión 
que aborda, de manera transversal, en el futuro reglamento europeo sobre el que pivotará en gran 
medida el desarrollo de la inteligencia artificial en Europa durante los próximos años. El propósito 
que busca la nueva regulación europea es que la inteligencia artificial sea confiable, para lo cual 
es preciso un crucial mantener el control humano sobre los algoritmos, cuestión que ha aparecido 
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en algunas sentencias de tribunales europeos como el Tribunal Administrativo Regional de Lazio 
que excluye la posibilidad de una actividad administrativa totalmente automatizada39.  

La vigilancia algorítmica pasaría normativamente a considerarse una función estratégica, 
especialmente cuando la tecnología sea utilizada en actividades de alto riesgo, catalogación entre 
la que se incluirán gran parte de las que son propias del sector público como justicia, educación, 
movilidad, seguridad, emergencias, migraciones, etc.  

La línea marcada por el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) sobre intervención humana ante 
el tratamiento automatizado de datos en determinadas decisiones inicia un camino de mecanismos 
limitantes de la automatización por el que se renuncia a la autonomía plena de la máquina de dos 
maneras: en primer lugar, restringiendo normativamente el uso de tecnologías de gran impacto 
(IA generativa o IA de propósito general) que lo pudieran hacer posible; y, en segundo lugar, 
estableciendo obligaciones de relación hombre-máquina para los casos más delicados según el 
artículo 14 de la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se 
establecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial (Ley de Inteligencia 
Artificial) y se modifican determinados actos legislativos de la Unión) por el que se obligaría a 
los proveedores de los sistemas a facilitar ese espacio de vigilancia propio para que los 
funcionarios humanos puedan entender y controlar el funcionamiento del sistema, detectar 
anomalías y sesgos, corregir los resultados ofrecidos por el sistema o invalidarlos, inhabilitar y 
apagar el sistema en caso de que fuera necesario. 

3. CONDICIONANTES ORGÁNICOS 

Existen un conjunto de factores que podríamos encuadrar en los ámbitos orgánico o procesal que 
condicionan la posible convivencia o sustitución del funcionariado público por sistemas de 
inteligencia artificial.  

El procedimiento, su naturaleza y complejidad, inciden en la viabilidad de una Administración 
algorítmicamente automatizada, de manera que será posible un mayor efecto sustitución en el 
caso de procedimientos menos complejos en los que el ejercicio de potestades sea principalmente 
reglado. Estos casos tienen además una solución técnica más afianzada a través de la IA simbólica 
y una cobertura legal consolidada a través de la figura de la actuación administrativa 
automatizada.  

Alcanzar una automatización mayor que abarque procedimientos más complejos o con un grado 
de discrecionalidad más amplio tendría en la actualidad limitaciones técnicas y legales que habría 
que solventar. En estos casos plantea menos problemas el uso de sistemas de inteligencia artificial 
como apoyo en el procedimiento porque el rol del funcionario público sigue siendo preminente 
lo que, a su vez, permite que este tipo de tecnologías permanezcan en un segundo plano.  

No sería el caso cuando se plantea la automatización y consiguiente sustitución del funcionario 
público en ciertos ámbitos del funcionamiento administrativo, situación que deriva en un mayor 
impacto político si estamos hablando de procedimientos o actuaciones sensibles desde el punto 
de vista social. Por tanto, el factor político puede igualmente ser condicionante del avance de la 
Administración automatizada, no sólo para acelerarla – si impone, por ejemplo, exigentes 
objetivos en cuando a la agilización o eficiencia en la actuación administrativa – o bloquearla si 
las insuficientes garantías de transparencia y eficacia ponen en tela de juicio la confianza y 

 
39  CARLONI, E., “IA, algoritmos y Administración pública en Italia”, Revista de Internet, Derecho y 
Política, núm. 30, 2020 
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legitimidad de la automatización algorítmica, lo que puede dar pie a revuelo mediático o crítica 
social por parcialidad, nepotismo o favoritismo en la actuación de los poderes públicos. 

Es, por tanto, la transparencia otro de los factores que va a condicionar el avance hacia una 
Administración algorítmicamente automatizada, imprescindible para garantizar la validez de la 
actuación en el caso de sustitución de personas por máquinas, necesaria y conveniente cuando los 
sistemas se utilizan como apoyo para aumentar la capacidad del funcionario público por la 
necesidad de mejorar la relación de confianza en los resultados que le ofrezca el sistema de 
inteligencia artificial.  

La transparencia algorítmica se puede garantizar a través de disposiciones normativas, 
disponiendo procedimientos y obligaciones como plantea el reglamento europeo previsto, pero 
también con actuaciones de vigilancia, control e inspección que puedan realizarse desde las 
autoridades regulatorias o desde las propias Administraciones que se planteen la utilización de 
sistemas expertos para la automatización de actuaciones o decisiones relevantes. Existen, a pesar 
de ello, limitaciones estructurales según el tipo de tecnología utilizada para poder cumplir 
determinados requisitos de transparencia lo que, a su vez, plantea el dilema si es esta una cuestión 
suficiente como para bloquear su utilización en el ámbito de la Administración pública lo que 
supondría un freno importante al uso de las tecnologías de futuro más disruptivas como la IA 
generativa o la IA de propósito general que podrían tener mayor incidencia en la sustitución. 

Como condicionantes se encuentran aquellos que tienen que ver con las nuevas competencias que 
son necesarias en del empleo público, diferentes en ambos casos que estamos planteando, la 
sustitución algorítmica o la convivencia con este tipo de sistemas. En este segundo caso, para una 
convivencia fructífera y eficaz, es imprescindible que el tándem persona-máquina funcione y eso 
se logra preferentemente desde el conocimiento, la experiencia y capacidad humana para alcanzar 
el entendimiento que permita la confiabilidad sobre el sistema de inteligencia artificial.  

Un escenario de Administración algorítmica automatizada se ve condicionado por la capacidad 
de controlar y vigilar los sistemas o por la capacidad de descifrar en cierta medida el diseño y 
entrenamiento del sistema que serán cuestiones que incidirán en una automatización aceptable. 
Vemos que en este caso se produce un desplazamiento en la esencia de la función pública que en 
cierto modo se ve externalizada o privatizada: actividades que antes eran realizadas por medios 
propios del sector público serían sustituidas total o parcialmente por una inteligencia artificial que 
normalmente será propiedad privada, aunque la responsabilidad del resultado, su control y 
vigilancia siguiera correspondiendo a la Administración pública.  

Cabe, por tanto, plantearse si, limitar la sustitución por algoritmos funciones de menor valor por 
estas razones, lo que no ocurre en el caso de una convivencia que podría darse en puestos de 
mayor cualificación donde los algoritmos contribuyeran a una mejor toma de decisiones o gestión 
por proyectos. 

VII. CONCLUSIONES 
 
Las tecnologías exponenciales están llamadas a transformar el funcionamiento del poder público 
con un amplio abanico de posibilidades a evaluar en términos de coste-beneficio para garantizar 
un uso que, no sólo respete, sino refuerce los principios básicos sobre los que se ha de sustentar 
la acción pública: la mejora en la creación de valor público, el cumplimiento de la legalidad, la 
actuación conforme al interés general, y las garantías de neutralidad, objetividad e imparcialidad. 

En este trabajo hemos estudiado los impactos de la inteligencia artificial sobre la función pública 
desde la relación persona-máquina, en función de las diferentes modalidades tecnológicas sobre 
las que se está construyendo el desarrollo de la inteligencia artificial (de la IA simbólica a la IA 
de propósito general) que nos lleva a dos posibles modelos de Administración algorítmica: 
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aumentada o automatizada. En el primer caso, la máquina asiste o apoya al funcionario público 
en un grado que puede potenciar sus capacidades; en el segundo caso, estaríamos hablando de 
máquinas que relevan a las personas humanas de forma parcial o total.  

Nos hemos preguntado cuáles son los factores que decantarán cada uno de estos modelos en los 
que la función pública tendrá un rol diferente de convivencia o sustitución. Para ello hemos 
elegido diferentes tipos de tecnologías de inteligencia artificial y realizado un estudio cualitativo 
de las mismas a partir de una serie de dimensiones de investigación. 

La primera conclusión es que la sustitución de la función pública por algoritmos depende de la 
capacidad real y efectiva de los sistemas de inteligencia artificial en cuanto a su madurez y 
fiabilidad. Será el grado de desarrollo técnico el que condicione en un primer nivel el potencial 
de automatización y el alcance de la sustitución.  

En segundo lugar, existe una relación inversamente proporcional entre la automatización y el tipo 
de actuación administrativa medido por su grado de complejidad y la discrecionalidad necesaria: 
a mayor discrecionalidad y complejidad en los procedimientos menos factible es la sustitución de 
la función pública, que sí podrá convivir con sistemas tecnológicos que pueden aumentar sus 
capacidades en un nivel básico (como asistentes virtuales). La posible sustitución de la función 
pública por la introducción de tecnologías de inteligencia artificial se va haciendo más viable a 
medida que disminuyen la complejidad o la discrecionalidad pudiendo alcanzar en estos casos 
escenarios de semi automatización o sustitución parcial de determinadas funciones por la 
máquina; se plantean escenarios de convivencia en los que la máquina actuaría como colaborador 
virtual corrector de la discrecionalidad humana, siendo para ello necesarias buenas dosis de 
comprensión y confiabilidad del ser humano en el sistema que se alcanzarían mediante una 
adecuada transparencia algorítmica o un conocimiento intenso a través de la práctica cotidiana 
y/o el entrenamiento. La sustitución es viable cuando las actuaciones administrativas son regladas 
y admiten menor complejidad, siendo los requisitos técnicos menos sofisticados. 

La regulación es un condicionante decisivo en el avance de la Administración algorítmica, por las 
obligaciones o limitaciones impuestas por la normativa actual o por las que están por venir. En el 
primer caso hemos visto que la regulación es débil y tan sólo otorga sustento jurídico a las 
actuaciones administrativas automatizadas, en las que son posibles de encajar los casos más 
sencillos como son los actos reglados, poco complejos y tecnologías de inteligencia artificial 
simples que ofrecen resultados deterministas. Respecto al ordenamiento jurídico que está por 
venir se plantea un derecho a la reserva de un espacio humano cuando la naturaleza de la 
tecnología y el ámbito que se aplica sean especialmente relevantes, como es el caso que nos ocupa 
en la Administración pública. Cabe, por tanto, pensar que la tendencia a corto medio plazo es la 
de una Administración algorítmicamente automatizada, pero funcionarizada, que reserva 
legalmente al funcionario público, con capacidad acreditada en condiciones igualdad, mérito y 
capacidad y experiencia, el refrendo de determinadas decisiones administrativas realizadas por 
las máquinas bajo el buen juicio humano.  

Veremos si en el algún momento la tecnología y la voluntad humana permiten avanzar a ciertos 
ámbitos en los que opere una Administración automatizada desfuncionarizada en la que sería 
preciso abordar tres retos fundamentales: en primer lugar, elaborar un estatus jurídico singular 
para algoritmos que se comportarían como empleados públicos virtuales; en segundo lugar, 
disponer de un sistema de acreditación de la capacidad del sistema de inteligencia artificial de 
forma que pueda regularse un mecanismo de responsabilización de las decisiones administrativas 
automatizadas; en tercer, y último lugar, cómo conjugar la adquisición de experiencia por parte 
de la máquina (basada en su capacidad de aprender) con el riesgo de desborde, de alteración de 
su voluntad o que se corrompa. 
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Es previsible que, en los próximos años, según vaya penetrando la inteligencia artificial en la 
Administración pública, se produzca una mutación de la función pública, en cuanto a su 
ordenación, perfiles, funciones y competencias. Desde la ordenación aparecerán protocolos de 
convivencia, habrá que delimitar la externalización y se planteará planteándose un modelo de 
empleo público abierto para vincular el talento externo especializado. Destaca la amplitud 
funcional a la que va encaminada una función pública que, a pesar de verse constreñida más bien 
al ejercicio de potestades discrecionales con factores cualitativos, ampliará su alcance funcional 
con la vigilancia y comprensión algorítmica, la inspección y auditoría, la tutela sobre los datos o 
la supervisión técnica de los proveedores. Desde el punto de vista de los perfiles y las 
competencias, será preciso incorporar perfiles multidisciplinares (tecno-jurídico-sociales) y 
habilidades inherentes al ser humano que no sean no sustituibles por máquinas. 
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